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ANTECEDENTES GENERALES:

La CONVENCIÓN INTERAMERICANA CONTRA LA CORRUPCIÓN, suscrita en la ciudad de Caracas, el día 29 de marzo de 1996, fue ratificada por la Asamblea Legislativa de la República de El Salvador el día 09 de julio de 1998, publicada en el Diario Oficial de fecha 17 de agosto de 1988 y hecho el depósito correspondiente en la Organización de Estados Americanos, el día 18 de marzo de 1999.

Dicha Convención, suscrita por los Estados Miembros de la Organización de los Estados Americanos, consagra en su preámbulo, la determinación de los Estados suscriptores, de hacer todos los esfuerzos para prevenir, detectar, sancionar y erradicar  la corrupción en el ejercicio de las funciones públicas y en los actos de corrupción específicamente vinculados con tal ejercicio.

Asimismo consagra entre sus propósitos:  Promover y fortalecer el desarrollo, para cada uno de los Estados Partes, de los mecanismos necesarios para prevenir, detectar, sancionar y erradicar la corrupción.

Para tal efecto, establece en el ARTICULO  III   MEDIDAS PREVENTIVAS, que a fin de dar cumplimiento a los propósitos relacionados, los Estados Partes convienen en considerar la aplicabilidad de medidas, dentro de sus propios sistemas institucionales, destinadas a crear, mantener y fortalecer, entre otros: “SISTEMAS PARA LA DECLARACIÓN DE INGRESOS, ACTIVOS Y PASIVOS, POR PARTE DE LAS PERSONAS QUE DESEMPEÑAN FUNCIONES PÚBLICAS, EN LOS CARGOS QUE ESTABLEZCA LA LEY Y PARA LA PUBLICACIÓN DE TALES DECLARACIONES CUANDO CORRESPONDA”.

La aplicación de dicha medida, específicamente en lo que se refiere a la Declaración del  Estado de su Patrimonio por parte de los funcionarios y empleados que la Ley correspondiente determina, ha tenido históricamente como base, en El Salvador, una disposición de carácter constitucional,  cuyos orígenes  se remontan a la Constitución Política de 1950, la cual, en su artículo 217 elevó a categoría constitucional los principios establecidos en instrumentos surgidos en épocas inmediatas anteriores a su promulgación, de convulsiones sociales y de gobiernos de facto cuyo proselitismo se basaba en el combate a la corrupción.

Con la inclusión de dichos principios a nivel Constitucional, se garantizó el respeto a un ordenamiento jurídico que, al menos ordinariamente no puede ser alterado por cualquier gobierno posterior y se reconoció un sometimiento del Estado, en materia de probidad pública, a la Corte Suprema de Justicia.

La referida disposición constitucional de 1950 continuó invariable en la Constitución Política de 1962 y únicamente tuvo algunas modificaciones de forma en la actual Constitución, vigente desde el día 20 de diciembre de 1983, que establece:

Art. 240.-   Los funcionarios y empleados públicos que se enriquecieren  sin justa causa a costa de la Hacienda Pública o Municipal, estarán obligados a restituir al Estado o al Municipio, lo que hubieren adquirido ilegítimamente, sin perjuicio de la responsabilidad en que hubieren incurrido conforme a las leyes.

 Se presume enriquecimiento ilícito cuando el aumento del capital del funcionario o empleado, desde la fecha en que haya tomado posesión de su cargo hasta aquélla en que haya cesado en sus funciones, fuere notablemente superior al que normalmente hubiere podido tener, en virtud de los sueldos o emolumentos que haya percibido legalmente y de los incrementos de su capital o de sus ingresos por cualquier otra causa justa.  Para determinar dicho aumento, el capital y los ingresos del funcionario o empleado, de su cónyuge y de sus hijos, se considerarán en conjunto.

Los funcionarios y empleados que la Ley determine, están obligados a declarar el estado de su patrimonio ante la Corte Suprema de Justicia, de acuerdo con los incisos anteriores, dentro de los sesenta días siguientes a aquél en que tomen posesión de sus cargos.  La Corte tiene facultad de tomar las providencias que estime necesarias para comprobar la veracidad de la declaración, la que mantendrá en reserva y únicamente servirá para los efectos previstos en este artículo.  Al cesar en sus cargos los funcionarios y empleados aludidos, deberán hacer una nueva declaración del estado de sus patrimonios.  La Ley determinará las sanciones por el incumplimiento de esta obligación.

Los juicios por  Enriquecimiento sin causa justa sólo podrán incoarse dentro de diez años siguientes a la fecha en que el funcionario o empleado haya cesado en el cargo cuyo ejercicio pudo dar lugar a dicho enriquecimiento.

Los principios constitucionales relacionados, fueron desarrollados por primera vez, en la legislación secundaria salvadoreña, con la entrada en vigencia de la LEY SOBRE EL ENRIQUECIMIENTO ILICITO DE FUNCIONARIOS Y EMPLEADOS PUBLICOS (ANEXO 1), en el mes de mayo de 1959, que vino a  determinar  las personas a quienes se aplica la disposición constitucional, a establecer los requisitos de las declaraciones del estado de patrimonio y a regular los procedimientos y sanciones aplicables como consecuencia de sus infracciones.

Dicha Ley fue modificada en algunas de sus disposiciones, por reformas del mes de octubre del mismo año 1959, una pequeña reforma en el mes de abril de 1974 y más ampliamente en septiembre y diciembre de 1992; atendiendo, estas últimas, a la necesidad de armonizar sus disposiciones con las circunstancias histórico-político-jurídicas del momento, como eran por una parte, la novedosa normativa de la Constitución de 1983 y sus reformas producidas por el proceso de pacificación del conflicto interno en 1991 y 1992, entre ellas la ampliación del plazo de caducidad a que se refiere el inciso final del artículo 240 anteriormente citado, de dos años, como se encontraba en las anteriores constituciones, a diez años a partir de 1983, y la creación de nuevas e importantes entidades de Gobierno, que involucraban nuevos sujetos obligados a presentar su declaración del estado de patrimonio, como la Procuraduría para la Defensa de los Derechos Humanos, el Consejo Nacional de la Judicatura y el Tribunal Supremo Electoral; y por otra parte, el cumplimiento de los Acuerdos de Paz, suscritos entre la guerrilla y Gobierno salvadoreños, que establecían un plazo perentorio para la inclusión de determinados funcionarios militares al régimen de aplicación de la Ley; aprovechándose la ocasión para reformar disposiciones, adjetivas y sustantivas, que modernizaran y viabilizaran los principios constitucionales desarrollados en dicha Ley, por ejemplo: permitir que los Jueces de Primera Instancia que conozcan en materia Civil, puedan recibir en las ciudades del interior de la República, las declaraciones juradas de patrimonio que les fueren presentadas y remitirlas a la Sección de Probidad de la Corte Suprema de Justicia; exigir a la Corte de Cuentas de la República y al organismo o institución en que fuere nombrado o cesado en el ejercicio de sus funciones el empleado o funcionario público, que remitan el correspondiente informe a la Corte Suprema de Justicia; facultar a la Fiscalía General de la República para poder iniciar proceso ante la Corte Suprema de Justicia, contra cualquier funcionario de quien se tengan pruebas o sospechas fundadas de enriquecimiento ilícito; armonizar las anacrónicas sanciones administrativas pecuniarias; pero sobre todo,  lo más relevante, reconocer la importancia de la Sección de Probidad de la Corte Suprema de Justicia, que previo a dichas reformas únicamente era mencionada en la Ley Orgánica Judicial, promulgada en el mes de  junio de 1984, en cuyos artículos 113 y 114 se le dio origen como una dependencia de la Corte Suprema de Justicia, a cargo de un Jefe, que debe reunir los mismos requisitos para ser Juez de Primera Instancia (contenidos en el artículo 179 de la Constitución);  pero que a la vez le limita sus atribuciones únicamente a recibir las declaraciones de patrimonio, clasificarlas, archivarlas e informar a la Corte Suprema de Justicia de los indicios de enriquecimiento ilícito; subutilizando de esa manera los requisitos para ser jefe y la jerarquía que a nivel de Corte Suprema de Justicia debía tener dicha Sección; siendo por lo tanto, hasta esas últimas reformas a la Ley Sobre el Enriquecimiento Ilícito de Funcionarios y Empleados Públicos, que se estableció como atribución de la Sección de Probidad de la Corte Suprema de Justicia, el velar por el estricto cumplimiento y aplicación de las disposiciones de la misma Ley, así como mantener actualizados los archivos de control de sujetos obligados por la Ley a presentar declaración del estado de su patrimonio.

Partiendo de los antecedentes relacionados, los cuales ilustran de alguna manera el grado de evolución que el sistema de declaración del estado de patrimonio por parte de las personas que desempeñan funciones públicas, ha tenido en el marco del ordenamiento jurídico salvadoreño, se puede comenzar a analizar el nivel de desarrollo en que se encuentra la medida preventiva objeto de este tema.

DECLARACION JURADA DEL ESTADO DE PATRIMONIO.  FUNDAMENTO JURIDICO:

En primer lugar debe destacarse el rango constitucional que tradicionalmente ha tenido este sistema, en el ordenamiento jurídico interno salvadoreño, que si bien, exige algunas correcciones,  demuestra el grado de importancia que su institución representa para las autoridades locales.

Debe reconocerse además la importancia de la LEY SOBRE EL ENRIQUECIMEINTO ILICITO DE FUNCIONARIOS Y EMPLEADOS  PÚBLICOS, vigente, como se ha mencionado, desde el mes de mayo de 1959, la cual, aún con defectos producto de lo anacrónico de sus disposiciones, desarrolla en su plenitud los principios constitucionales contenidos en el relacionado artículo 240 Cn., de la forma que en algunos detalles adelante se analizarán.

SUJETOS OBLIGADOS A PRESENTAR DECLARACION JURADA DEL ESTADO DE SU PATRIMONIO:

La Ley sobre el Enriquecimiento Ilícito de Funcionarios y Empleados Públicos, a la cual se remite el citado artículo 240 Cn., cuando expresa "Los funcionarios y empleados públicos que la Ley determina ..", establece 3 criterios para la determinación de los sujetos destinatarios de la misma:

1º.)  Define de manera amplia, en su artículo 2, a los sujetos que para los efectos de la misma Ley, se consideran funcionarios y empleados públicos, incluyendo, por interpretación del ordinal 2º., a particulares, de la siguiente manera:

1º.- Las personas que con ejercicio de autoridad o jurisdicción, o bien sin él, por elección popular, por elección de la Asamblea Legislativa, por nombramiento de autoridad competente o por designación oficial, participen de manera principal o secundaria en las funciones o actividades públicas de los organismos, dependencias o instituciones centralizadas o descentralizadas del Estado o del Municipio.

2º.-  Las personas que de cualquier manera administren, manejen bienes o fondos del Estado o del Municipio, o dispongan de ellos ya sea por disposición de la Ley, de los reglamentos o por designación oficial.

2º.)   Enumera de forma taxativa y directa, del ordinal 1º. al 22º., ambos inclusive, del artículo 5, los funcionarios o empleados  públicos específicos, aún que no manejaren directamente fondos del Estado o del Municipio, pero que, por la importancia de sus cargos y por la posibilidad de enriquecimiento indebido, están obligados a presentar declaración jurada del estado de patrimonio, siendo ellos:

1º.- Los Presidentes de los tres Organos del Estado;

2º.- El Vice-Presidente de la República, cuando no desempeñe otro cargo que le obligue a presentar declaración conforme a esta Ley;

3º.- Los Diputados a la Asamblea Legislativa y del Parlamento Centroamericano, propietarios y suplentes;

4º.- Los Ministros y Viceministros de Estado;

5º.- Los Secretarios de la Presidencia de la República;

6º.- Los Magistrados de la Corte Suprema de Justicia, propietarios y suplentes;

7º.- Los miembros del Consejo Nacional de la Judicatura;

8º.- Los Jefes de las Misiones Diplomáticas, los funcionarios de las mismas y los Cónsules de la República, excepto los Ad-Honores;

9º.- El Presidente y Magistrados de la Corte de Cuentas de la República;

10º.- El Fiscal General de la República y Fiscales Adjuntos;

11º.- El Procurador General de la República y Procuradores Adjuntos;

12º.- El Procurador para la Defensa de los Derechos Humanos y Procuradores Adjuntos;

13º.- El Presidente y Magistrados del Tribunal Supremo Electoral, propietarios y suplentes;

14º.- Los Directores y Subdirectores Generales;

15º.- Delegados y Subdelegados;

16º.- Los Presidentes, Directores y Gerentes de las Instituciones Oficiales Autónomas;

17º.- El Rector y Vice-rector de la Universidad de El Salvador y Decanos de las distintas facultades de esta;

18º.- Los Miembros del Tribunal de Apelaciones de los Impuestos Internos y los Peritos o Auditores Fiscales de la Dirección General de Impuestos Internos;

19º.- Los Administradores y Contadores Vista del Servicio de Aduanas;

20º.- Los Administradores de Rentas Departamentales;

21º.- Los miembros de los Concejos Municipales;

22º.- Los Comandantes de Unidades Militares Superiores, Jefes de las mismas y Oficiales que desempeñen Funciones Administrativas de los mismos niveles y que manejen fondos del Estado.

3º.) Contempla en términos más amplios y generales, en los ordinales 23º. y 24º. del mismo artículo 5, todos los servidores públicos que por su participación en el manejo de fondos o bienes públicos o municipales, están obligados a presentar la correspondiente declaración de su estado de patrimonio, de la siguiente manera:

23º.- Todos los funcionarios y empleados públicos, incluidos municipales, de Instituciones Oficiales Autónomas, de la Universidad de El Salvador y del Servicio Exterior, que manejen o intervengan en el manejo de fondos públicos o municipales o fondos particulares encomendados o administrados por el Estado, con excepción de aquellos que manejen o intervengan en el manejo de fondos cuyo monto mensual no sea mayor de mil colones promedio y de aquellos que desempeñen cargos Ad-Honores en entidades oficiales autónomas de utilidad pública o asistencia social;

24º.- Los demás funcionarios o empleados públicos, que sin estar comprendidos en los anteriores ordinales, pero estando contemplados en los artículos uno y dos de esta Ley, fueren requeridos por la Corte Suprema de Justicia directamente o por medio de la Sección de Probidad.
Considerando los anteriores criterios legales, con una firme voluntad de combatir el enriquecimiento ilícito en El Salvador, prácticamente no existen funcionarios o empleados, inclusive particulares que administren o manejen bienes o fondos públicos o municipales, en todos los niveles jerárquicos y bajo cualquier modalidad que ejerzan su empleo o cargo público (Artículo 5 ordinal 24º. en relación con el artículo 2 relacionado), que puedan exonerarse de la obligación de presentar su respectiva declaración de ingresos, activos y pasivos, con sus consecuencias, ante la Corte Suprema de Justicia.

REGULACION LEGAL DE LA DECLARACION JURADA DEL ESTADO DE PATRIMONIO:

Para hacer efectivo el mandato constitucional consignado en la primera parte del inciso 3º. del relacionado artículo 240 Cn., la Ley Sobre el Enriquecimiento Ilícito de Funcionarios y Empleados Públicos, establece:

Art. 3.- Dentro de los sesenta días siguientes a que tomen posesión de sus cargos, los funcionarios y empleados públicos que esta Ley determina, deberán rendir por escrito  declaración jurada del estado de su patrimonio, ante la Corte Suprema de Justicia por medio de la Sección de Probidad.  También deberán declarar el estado de su patrimonio, en la forma indicada, dentro de los sesenta días siguientes a partir de la fecha en que cesen en el ejercicio de sus respectivos cargos. Cuando el funcionario o empleado público radique o ejerza funciones en el interior de la República, podrá presentar su declaración ante el Juzgado de Primera Instancia con jurisdicción en materia Civil en el lugar donde radique o ejerza y en caso de existir más de uno de estos Tribunales en el que se designe con el número primero.  Dicho Tribunal deberá remitirla a la Sección de Probidad de la Corte Suprema de Justicia dentro del plazo de tres días a partir de la fecha en que la haya recibido.

Dichas declaraciones deberán ser presentadas personalmente por quien esté obligado, o debidamente autenticadas, o por medio de apoderado especialmente constituido y comprenderán una relación y estimación:

1ª.-  De sus bienes y de los créditos a su favor o en su contra.

2ª.- De los bienes y de los créditos a favor o en contra de sus cónyuges y de sus hijos; pero cuando esto no le fuera posible por estar completamente fuera de su control dichos patrimonios, ya sea por encontrarse separado de su cónyuge o porque sus hijos estén fuera de su patria potestad o en otros casos semejantes, el funcionario o empleado público deberá manifestarlo en su declaración, indicando claramente cual es el motivo que se lo impide.

3ª.-  De los salarios devengados, rentas obtenidas particularmente y de su procedencia, acciones y participaciones sociales propias y de sus parientes a quienes se refiere la fracción anterior, que perciban o posean dentro o fuera del territorio de la República.

Con respecto a los bienes muebles destinados al uso privado o al consumo del declarante de su familia, cuando su valor unitario no exceda de cien mil colones, bastará con indicar el valor  en que se estiman en conjunto. Cuando el valor unitario de uno o algunos de dichos bienes exceda de la referida cantidad, deberá presentar una relación con identificación y precio de cada uno de estos, indicando el valor en conjunto de los demás muebles.
OCASIONES EN LAS QUE  LA DECLARACION JURADA DEBE SER RENDIDA:

Este artículo regula, en primer lugar, los períodos en los cuales el funcionario o empleado público debe  presentar su declaración de patrimonio e ingresos,  reafirmando los términos establecidos en la norma constitucional relacionada, de sesenta días a partir de la toma de posesión del cargo y de sesenta días a partir de la fecha en que cese en el ejercicio del mismo.

El establecimiento de esas únicas ocasiones, al menos obligatoriamente, tiene fundamento por cuanto, en nuestro ordenamiento jurídico, tanto el artículo 240 incisos 2º. y  4º. de la Constitución, como los artículos 7 y 11 de la Ley Sobre el Enriquecimiento Ilícito de Funcionarios y Empleados Públicos, establecen como premisa indispensable para la presunción de enriquecimiento sin justa causa (a la cual sirve de medio probatorio la declaración objeto de este estudio), o para la iniciación del juicio correspondiente, que el funcionario público haya cesado en el ejercicio de sus funciones.

Por esa misma razón, nuestra normativa interna no ha estipulado la obligación de actualizar periódicamente el contenido de la declaración; aunque sí, como consecuencia de las mismas disposiciones en estudio, al cambiar de empleo o de funciones, por el mismo hecho de ser una obligación derivada del cargo que se ostenta y no vinculante del sujeto, si el nuevo empleo o cargo público es de uno de los que se refiere el citado artículo 5 de la Ley Sobre el Enriquecimiento Ilícito de Funcionarios y Empleados Públicos, deberá presentar tanto declaración por el cesamiento de funciones en el cargo o empleo que termina como por inicio de funciones en el nuevo cargo o empleo; pero si el nuevo cargo no fuere de los comprendidos en el referido artículo, únicamente presentará como funcionario saliente.

AUTORIDAD ANTE QUIEN DEBE SER PRESENTADA LA DECLARACION:

También indica, el artículo en referencia, de manera imperativa, el Organismo ante el cual debe presentarse la declaración jurada del estado de patrimonio, por parte de los funcionarios y empleados públicos sujetos a la aplicación de la Ley.   Este Organismo ha sido, por mandato constitucional y por circunstancias históricas, la Corte Suprema de Justicia, actualmente por medio de la Sección de Probidad y, en casos específicos, a través de los Juzgados de Primera Instancia que conozcan en materia Civil donde radique o ejerza funciones el servidor público.

FORMA Y CONTENIDO DE LA DECLARACION:

Para hacer efectiva la declaración jurada del estado de patrimonio, la Sección de Probidad de la Corte Suprema de Justicia ofrece al funcionario o empleado obligado, un formulario preimpreso con su correspondiente instructivo (ANEXO 2), el cual contiene los requisitos mínimos enunciados en el inciso 2º. Fracciones 1ª., 2ª. Y 3ª. del artículo 3 relacionado, bajo las normas enunciadas en el artículo 4 de la misma Ley, cuyo tenor es el siguiente:

Art. 4.- En las declaraciones se observarán las siguientes  normas:

1ª.- Cuando se declaren derechos sobre bienes inmuebles se indicará el número, folio y libro de la Oficina ante la cual se registró la adquisición, caso de estar inscritos;

2ª.- Cuando se declaren derechos no inscritos sobre bienes inmuebles o cualquier otra clase de derechos, se relacionará el documento que justifique su existencia;

3ª.- Cuando se trate de créditos o deudas se indicarán con toda precisión el documento constitutivo y la persona del acreedor o deudor;

4ª.- Cuando se trate de acciones o participaciones sociales, deberán identificarse con especificación de su cantidad, valor unitario o en su conjunto, números de orden, características e institución o sociedad en que las posean;

5ª.- En todo caso deberá expresarse el nombre, edad, profesión u oficio, domicilio y Número de Identificación Tributaria del declarante, de su cónyuge y de sus hijos.
Debe tenerse en cuenta, que dicho formulario preimpreso no es requisito indispensable para la presentación de la declaración; razón por la que, al no ser obligatorio su uso, se permite en la práctica y así lo contempla el instructivo, que la declaración pueda hacerse por otro medio diferente, siempre que sea por escrito y cumpla con todos los requisitos legales.

También es importante destacar, que atendiendo al espíritu de la Ley, cual es el de prevenir el enriquecimiento indebido a costa de la hacienda pública o municipal, tanto en el formulario como en su instructivo se induce al funcionario a presentar información que no está exigida en el tenor literal de las disposiciones legales que le dan fundamento, pero que su importancia es indispensable para el objetivo propuesto.  Por ejemplo: dentro del rubro de "Otros activos e inversiones", se solicita anotar en la declaración el valor total de los depósitos bancarios y detallar sus características e institución financiera en que se posean.  Este dato, si bien de extrema importancia en el combate y prevención del enriquecimiento ilícito, por alguna circunstancia, al menos expresamente, no está exigido en la Ley.  También se exige un cuadro de ingresos y egresos anuales, lo cual, si bien la Ley únicamente exige declarar salarios devengados, rentas obtenidas particularmente y de su procedencia, con el fin de facilitar a la Corte Suprema de Justicia la determinación del incremento de capital, se contempla que deben incluirse los egresos proyectados en un año y los gastos de vida anuales del declarante y del grupo familiar que depende económicamente de él.  Ambas requisiciones, si bien carecen de fundamento legal, atendiendo a la misma ética del funcionario o empleado que presta un servicio público, han sido cumplidas tradicionalmente por los declarantes.

En resumen, la declaración que se exige, contiene los requisitos mínimos posibles para prevenir el enriquecimiento ilícito, como son: datos que garanticen un adecuado conocimiento de la identidad y domicilio del declarante, de su cónyuge y de sus hijos; sus ingresos, activos y pasivos; acciones o participaciones sociales, con indicación de sus características e institución o sociedad en que las posean; y, pese a su extralegalidad, las cuentas y depósitos que se posean en entidades financieras o bancarias.

DECLARACION BAJO JURAMENTO:

Se exige, tanto en el formulario preimpreso como en el instructivo, como consecuencia de la misma nominación que la Ley, específicamente en el citado artículo 3, hace de dicha obligación como "DECLARACION JURADA DEL ESTADO DE PATRIMONIO",  que la declaración sea presentada personalmente por quien esté obligado o debidamente autenticada o por medio de apoderado especialmente constituido al efecto (Art. 3 inciso 2º.) y bajo juramento formal que los datos proporcionados constituyen una información verdadera, exacta y completa de su patrimonio.

VERIFICACION DEL CONTENIDO DE LA DECLARACION Y ORGANISMO RESPONSABLE:

Otro principio constitucional importante en cuanto al tema que nos ocupa es la verificación del contenido de la declaración, contemplado en la parte 2ª. del inciso 3º. del relacionado artículo 240 Cn. y desarrollado por el artículo 8 fracción 1ª. de la Ley Sobre el Enriquecimiento Ilícito de Funcionarios Públicos, de la siguiente manera:

Art. 8.- La Corte Suprema de Justicia podrá adoptar las providencias y resoluciones que a continuación se expresan:

1ª.- Tomar las medidas que estimare necesarias, cuando el caso lo amerite, para comprobar la veracidad de las declaraciones de patrimonio, sirviendo sus resultados únicamente para los efectos que determina esta Ley.

Dicha verificación, como queda expresado corresponde constitucional y legalmente a la Corte Suprema de Justicia; aunque por ser ésta un organismo colegiado y por razones de práctica procesal, se ha encomendado esta responsabilidad a la Sección de Probidad, con base en las siguientes disposiciones: 

Artículo 114 de la Ley Orgánica Judicial, que establece:

Art. 114.- Corresponde al Jefe de la Sección de Probidad:

1º. Recibir las declaraciones a que se refiere el artículo 3 de la Ley Sobre el Enriquecimiento Ilícito de Funcionarios y Empleados Públicos y dar cuenta a la Corte Suprema de Justicia de las infracciones a la obligación que dicha disposición impone;

2º.  Clasificar y guardar en un archivo especial las declaraciones, manteniéndolas en reserva;

3º.  Informar a la Corte Suprema de Justicia cuando del examen de las declaraciones aparecieren indicios de enriquecimiento ilícito contra algún funcionario o empleado público, para los efectos del artículo 9 de la Ley Sobre el Enriquecimiento Ilícito de Funcionarios y Empleados Públicos; y

4º. Las demás que la Ley le imponga.
Esto último, en relación con el artículo 27 inciso 1º. de la Ley Sobre el Enriquecimiento Ilícito de Funcionarios y Empleados Públicos, que dispone:

Art. 27.- Corresponde a la Sección de Probidad de la Corte Suprema de Justicia, velar por el estricto cumplimiento y aplicación de las disposiciones de esta Ley.

Además, el artículo 8 fracción 3ª. de la Ley Sobre el Enriquecimiento Ilícito de Funcionarios y Empleados Públicos, menciona, entre las providencias que puede adoptar:

3ª.- Nombrar el personal subalterno y delegados que fueren necesarios para la práctica de las diligencias que ordenare.

En este caso, aunque nombrar el personal competente es discresionalidad de la Corte Suprema de Justicia, por ser la Sección de Probidad quien tiene conocimiento de la materia y por ser dependencia de la misma, es la entidad inmediatamente responsable de verificar el contenido de la declaración de bienes.

SISTEMAS DE VERIFICACION:

Con respecto a plazos, ocasiones o sistemas utilizados para dicha verificación, debe reconocerse que no existe desarrollo legal expreso sobre el tema; pero en la práctica, la Sección de Probidad clasifica las declaraciones de acuerdo al orden de importancia de los funcionarios obligados y con dicha clasificación, selecciona por muestreo los expedientes que de acuerdo a sus recursos esté en la posibilidad de verificar.  También efectúa dichas verificaciones en caso de sospechas o conocimientos por cualquier  medio, de indicios de enriquecimiento ilícito.

FUENTES DE INFORMACION PARA VERIFICAR EL CONTENIDO DE LA DECLARACION:

Para efectuar dichas verificaciones, así como cualquier información que requiera, la Corte Suprema de Justicia, puede recurrir:

1) A la Corte de Cuentas de la República en cuanto a los salarios devengados y bienes administrados por el funcionario o empleado público;

2) Al Ministerio de Hacienda, por medio de la Dirección General de Impuestos Internos, para comparar el contenido de su declaración con el de la Declaración de Impuestos sobre la Renta que se presenta anualmente y que contiene todos los ingresos y gastos del funcionario o empleado;

3) Al Centro Nacional de Registros, por medio del Registro de la Propiedad Raíz e Hipotecas, para tener acceso a los bienes inmuebles, derechos y garantías reales sobre inmuebles que el sujeto o su familia posea activa o pasivamente;

4) Al Centro Nacional de Registros, por medio del Registro de Comercio, para verificar las Matrículas de Comerciante, Empresas o establecimientos mercantiles, las Sociedades en que tenga participación y los balances y estados contables del obligado;

5) Al Ministerio de Hacienda, por medio del Registro Fiscal de Vehículos Automotores y al Viceministerio de Transporte, por medio de la Dirección General de Tránsito, ambas para verificar los vehículos que el declarante o los miembros de su familia posea.

6) A los bancos o cualesquiera instituciones financieras o crediticias, para verificar los estados actuales de depósitos o créditos activos o pasivos;

7) En general a cualquier persona, natural o jurídica, autoridad, oficina, institución o dependencia, que pueda aportar información necesaria para dar cumplimiento al objeto de la Ley.

Para  tal efecto, la misma Ley Sobre el Enriquecimiento Ilícito de Funcionarios y Empleados Públicos, en sus artículos 24 y 25, ofrece las facilidades de acceso a tal información:

Art. 24.- La Corte de Cuentas de la República estará en la obligación de suministrar a la Corte Suprema de Justicia y a la Cámara Juzgadora los informes pertinentes, siempre que en el ejercicio del control hacendario que la Ley le encomienda, aparecieren pruebas o indicios de que algún funcionario o empleado público se ha enriquecido a costa de la hacienda pública municipal.

El Ministerio de Hacienda tendrá asimismo, la obligación de proporcionar a la Corte Suprema de Justicia y a la Cámara Juzgadora, los datos que obren en su poder y que sean de utilidad para el fin indicado en el inciso  anterior.

Art. 25.- Las Autoridades de la República, funcionarios, empleados, agentes, entidades de toda naturaleza y habitantes de la República en general, están en la obligación ineludible de cumplir  los requerimientos que emanen de la Corte Suprema de Justicia y del Tribunal que conozca del juicio, ordenados dentro de las facultades que le confiere la presente Ley.  En caso contrario incurrirán en las responsabilidades correspondientes.

Las autoridades y sus agentes, los funcionarios y empleados públicos despacharán los asuntos que emanen de la Corte y del Tribunal juzgador de preferencia a cualquiera otros.

Asimismo, para facilitar el acceso por medio de los recursos técnicos y humanos con que dispone en la Sección de Probidad, con el fin de obtener toda la información relativa al Registro de la Propiedad Raíz e Hipotecas y Registro de Comercio, la Corte Suprema de Justicia ha suscrito, en el mes de febrero del corriente año, un Convenio de Cooperación en Materia Registral con el Centro Nacional de Registros (ANEXO 3).

RESPONSABILIDADES POR NEGATIVAS DE SERVIR DE FUENTE DE INFORMACION EN LABORES DE VERIFICACION:

En caso que alguna de las entidades o personas a quienes se refiere el  relacionado artículo 25, no cumplieren la obligación que éste les impone, el inciso 2º. del artículo 9 de la misma Ley, contempla:

También pronunciará, la Corte Suprema de Justicia, la resolución contemplada en el inciso anterior, en los casos de los artículos 19 y 25 de esta Ley.

Una de las responsabilidades a que se refiere la parte final del inciso 1º. del aludido artículo 25, sería la contemplada en los artículos 322 y 338, ambos del Código Penal, que establecen:

Art. 322.- El funcionario o empleado público, agente de autoridad o autoridad pública que se negare abiertamente a dar el debido cumplimiento a sentencia, decisiones u órdenes de un superior, dictadas dentro del ámbito de su competencia y revestidas de las formalidades legales, será sancionado con prisión de seis meses a un año e inhabilitación especial para el ejercicio del empleo o cargo por igual tiempo.

No obstante lo dispuesto en el inciso anterior, no incurrirán en responsabilidad penal los funcionarios o empleados públicos, agentes de autoridad o autoridad pública, por no dar cumplimiento a un mandato que constituyere una infracción manifiesta, clara y terminante de un precepto de Ley o de cualquiera otra disposición reglamentaria.
Art. 338.-  El que desobedeciere una orden dictada conforme a la Ley y emanada de un funcionario o autoridad pública en el ejercicio de sus funciones, será sancionado con prisión de tres a nueve meses.

CONFIDENCIALIDAD DEL CONTENIDO DE LA DECLARACION Y FINES ESPECIFICOS:

Otro aspecto a destacar es el principio de reserva de la declaración garantizado por el mismo inciso 3º. del artículo 240 Cn. y desarrollado en el artículo 6 de la Ley sobre el Enriquecimiento Ilícito de Funcionarios y Empleados Públicos, que dispone:

Art. 6.- Las declaraciones serán mantenidas en reserva y se clasificarán y guardarán en un archivo especial que al efecto llevará la Corte Suprema de Justicia.

En relación con este artículo, debemos recordar que la Ley que lo contiene es anterior a la vigencia de la Ley Orgánica Judicial que dio origen a la Sección de Probidad, por lo que en la actualidad, quien conserva estos archivos especiales es la Sección de Probidad.

Bajo ese contexto de confidencialidad de la declaración, basado en la norma constitucional que dispone que se mantendrá en reserva y únicamente servirá para los efectos previstos en este artículo (Art. 240 Cn.); los cuales, dichos efectos, son por una parte, la presunción de enriquecimiento ilícito cuando el aumento del capital del servidor público desde la fecha de posesión de su cargo hasta la que hubiere cesado en sus funciones fuere considerablemente superior al que normalmente hubiere podido obtener como consecuencia de ingresos legítimos, y por otra parte, la obligación del funcionario o empleado, de restituir al Estado o al Municipio lo que hubiere adquirido ilegítimamente; la Sección de Probidad de la Corte Suprema de Justicia, protege con toda responsabilidad la reserva de su contenido, manteniéndolas en archivos especiales; pero, por el mismo objetivo de la disposición constitucional en referencia, cuando le es solicitada por la Fiscalía General de la República o por Tribunal que investigue o instruya en relación con el delito de enriquecimiento ilicito, tipificado en el artículo 333 del Código Penal, que adelante se relacionará, por ser para los mismos efectos del artículo 240 de la Constitución, ha optado por proporcionar información de dichas declaraciones, siempre que le sea solicitada oficialmente.

En cuanto a la publicidad del contenido de la declaración, basado en dicho principio constitucional y pese a ser una de las medidas preventivas contempladas de manera específica en el número 4 del artículo III de la Convención Interamericana Contra la Corrupción, objeto especial de este estudio, es, bajo cualquier circunstancia, absolutamente prohibida en El Salvador; esto, con el fin de garantizar al declarante, especialmente al honesto, la confidencialidad de una información muy personal, que de ser conocida por sujetos mal intencionados, delincuentes o competidores comerciales, puede acarrear a éste, daños irreparables; y por lo tanto, ofrecerle la confianza suficiente para obtener la máxima sinceridad en el contenido de la misma.

Si ese principio de reserva, mientras continúe vigente, fuere vulnerado, la legislación común, específicamente el Código Penal, en su artículo 324 tipifica el delito de Revelaciones de hechos,  actuaciones o documentos secretos por empleado oficial, de la siguiente manera:

Art. 324.- El funcionario o empleado público que revelare o divulgare hechos, actuaciones o documentos que debieran permanecer secretos o facilitare de alguna manera el conocimiento de los mismos, será sancionado con prisión de seis meses a tres años.

Si de la revelación o divulgación resultare daño grave a los intereses del Estado, la sanción podrá aumentarse hasta en una tercera parte del máximo señalado.

CARACTERISTICAS PROBATORIAS DE LA DECLARACION JURADA:

Conocidos que son los fines específicos para los cuales puede ser utilizada la información suministrada en la declaración jurada del estado de patrimonio, procesalmente debe reconocerse la invaluable importancia que como medio probatorio ésta reviste en el ordenamiento jurídico interno, dentro del tema del combate de la corrupción.  Esta importancia deriva del reconocimiento constitucional y legal que la sustenta, y no por casualidad, pues al establecerse jurídicamente la presunción del enriquecimiento ilícito, dicha presunción, como prueba de por sí, debe estar fundamentada en la prueba documental de las declaraciones y de los exámenes de las mismas, efectuados en este caso por la Corte Suprema de Justicia,  para poder iniciarse el juicio civil por enriquecimiento ilícito ante la Cámara de lo Civil (En El Salvador, las Cámaras son Tribunales compuestos por dos magistrados, que conocen de los procesos en Segunda Instancia) de la Sección a donde corresponda el domicilio del empleado o funcionario (Art. 9 Ley sobre el Enriquecimiento Ilícito de Funcionarios y Empleados Públicos) y, con la Resolución condenatoria en esta instancia, dar base a la acción penal por el delito de enriquecimiento ilícito tipificado en el artículo 333 del Código Penal,  que contempla:

Art. 333.- El funcionario o empleado público, que con ocasión del cargo o de sus funciones obtuviere incremento patrimonial no justificado, será sancionado con prisión de tres a seis años.

En la misma pena de prisión incurrirá la persona interpuesta para disimular el incremento patrimonial no justificado.

En todo caso, se impondrá inhabilitación especial para el ejercicio del cargo o empleo por el mismo tiempo.
En otras palabras, tanto el principio de presunción de enriquecimiento ilícito, como el valor probatorio que la Constitución y la Ley secundaria reconocen a la declaración jurada del estado de patrimonio, constituyen una de las más importantes figuras para el combate efectivo, preventivo y represivo, de la corrupción, pues abarca todas las modalidades de ésta, independientemente del medio que se hubiere utilizado para enriquecerse indebidamente.   Su importancia deriva del hecho que la corrupción, en términos generales, es un acto ilícito difícil de comprobar, bien por la especialidad de los actores o por las formas de comisión del mismo ilícito, que hacen invisibles sus evidencias directas.  Mientras que, amparado en esta figura, el juzgador no requiere una evidencia directa para comprobar que el funcionario o empleado público ha recibido soborno, ha malversado fondos o ha negociado ilícitamente, pues el simple incremento desproporcionado e injustificado del patrimonio del servidor público y de los miembros de su familia a quienes se refiere la Ley, constituye de por sí un acto ilícito y consecuentemente una obligación de restituir al Estado o al Municipio el patrimonio de esa forma incrementado.  Y, al hablarse de incremento injustificado, significa que, como consecuencia de la presunción constitucional y legal de enriquecimiento ilícito, la carga de la prueba, una vez establecida con las declaraciones juradas o con los exámenes correspondientes de ella, ya no corre a cargo del actor, del investigador o del juzgador, sino más bien es responsabilidad del funcionario encausado o investigado, demostrar que la riqueza obtenida durante el ejercicio de su mandato es justificable con las rentas u otros ingresos o emolumentos obtenidos como producto de actividades lícitas.

SANCIONES PARA QUIENES INCUMPLAN LA OBLIGACION DE PRESENTAR DECLARACION JURADA:

Otro aspecto a destacar dentro del presente análisis, son las sanciones que la Ley Sobre el Enriquecimiento Ilícito de Funcionarios y Empleados Públicos establece para quienes incumplen la obligación de presentar su correspondiente declaración jurada del estado de patrimonio.

Dichas sanciones son aplicables en caso de omisión de presentar la correspondiente declaración o de falsedad manifiesta, son de naturaleza administrativa, de índole económica, en algunos casos pueden conllevar a la cesación del cargo del funcionario o empleado y están contempladas en los artículos 17, 18 y 19 de la nominada Ley, que expresan:

Art. 17.- La Corte Suprema de Justicia impondrá multas de cien a cinco mil colones, a los funcionarios y empleados públicos que omitieren hacer la declaración en el término indicado en el artículo 3 y les fijará un nuevo plazo prudencial para que lo efectúen.

Art. 18.- Cesará en su cargo el funcionario o empleado público, que dentro del plazo prudencial a que se refiere el artículo anterior, no declare en forma legal, el estado de su patrimonio.

Exceptúanse los funcionarios de elección popular y los elegidos por votación nominal y pública de la Asamblea Legislativa, quienes en el caso dei inciso anterior únicamente incurrirán en una multa de quinientos a diez mil colones.

Art. 19.- El funcionario o empleado público que hiciere declaraciones manifiestamente falsas y que le beneficiaren, incurrirá en una multa de un mil a cinco mil colones y cesasión del cargo.

Exceptúanse los funcionarios de elección popular y los elegidos por votación nominal y pública de la Asamblea Legislativa, quienes en el caso dei inciso anterior únicamente incurrirán en una multa de tres mil a diez mil colones; y cuando los errores u omisiones en la declaración se debieren a lo previsto en la fracción segunda del artículo 3, el funcionario o empleado público quedará exento de sanciones.

Las multas establecidas en este título serán impuestas por la Corte Suprema de Justicia, atendiendo a lo establecido por la Ley de Procedimiento para la Imposición de Arresto o Multa Administrativa y para su determinación se tomará en cuenta la categoría del funcionario o empleado.  Deberán ser pagadas dentro de los cinco días siguientes de la notificación al funcionario o empleado, de la declaración de ejecutoriedad de la resolución y la falta de pago de éstos dará lugar a acción ejecutiva contra el sancionado.
CONSIDERACIONES DE CARÁCTER GENERAL:

MECANISMOS DE COOPERACION CON AUTORIDADES O INSTANCIAS INTERNACIONALES:

En cuanto al respaldo jurídico internacional para la aplicación de las medidas analizadas, no existe en El Salvador más que la Convención Interamericana contra la Corrupción, cuya vigencia, como se relacionó al principio, es plena desde el día 18 de marzo de 1999.

Sin embargo, desde un punto de vista general, cuando comprobado que haya sido el enriquecimiento ilícito y hubiese una consecuencia penal, existen tratados bilaterales y multilaterales suscritos por El  Salvador, especialmente relativos a la figura de la Extradición y que consecuentemente contienen algunas medidas relativas a los bienes, por ejemplo:   La Convención sobre Extradición Recíproca de Criminales celebrada con el Gobierno de la Confederación Suiza, la Convención de Extradición entre El Salvador y Bélgica, la Convención sobre Extradición suscrita en la Séptima Conferencia Internacional Americana, el Tratado de Asistencia Legal Mutua en Asuntos Penales entre las Repúblicas de Costa Rica, El Salvador, Guatemala, Honduras, Nicaragua y Panamá, entre otros.  De todos éstos, el único que puede servir para los propósitos establecidos del combate a la corrupción, aunque no en el aspecto preventivo, sino más bien represivo, es el Tratado de Asistencia Legal Mutua en Asuntos Penales entre las Repúblicas de Costa Rica, El Salvador, Guatemala, Honduras, Nicaragua y Panamá, ratificado por El Salvador en julio de 1994, aunque, su vigencia está supeditada al nombramiento de una Comisión Regional de Seguimiento del mismo.

REGULACION DE OTROS TIPOS DE DECLARACIONES:

En El Salvador no existe en la actualidad ningún otro sistema que obligue a hacer declaración de bienes.  Las únicas declaraciones legales vigentes, pero con fines tributarios,  referentes a los ingresos de los sujetos obligados conforme a las mismas y no a sus bienes, son las establecidas en el artículo 48 de la Ley de Impuesto sobre la Renta y en el artículo 93 de la Ley de Impuesto a la Transferencia de Bienes Muebles y a la Prestación de Servicios, conocida comúnmente como Ley de I.V.A.; y la importancia de ambas en el presente estudio, es que pueden ser consultadas por la Sección de Probidad de la Corte Suprema de Justicia a fin de verificar el contenido de la declaración jurada del estado de patrimonio del funcionario o empleado público obligado con respecto a las rentas obtenidas particularmente.

PROYECTOS DE NUEVOS INSTRUMENTOS JURIDICOS:

Como consecuencia de no existir en El Salvador, antecedentes de juzgamiento ejemplicativo de algún funcionario o empleado público por enriquecimiento indebido, las críticas a las disposiciones constitucionales y legales citadas, como a la Sección de Probidad de la Corte Suprema de Justicia, siempre han existido.

Esto ha originado que distintas personas particulares, organismos ciudadanos u organizaciones no gubernamentales, se hayan pronunciado en ese sentido y hayan presentado sus propias propuestas de solución, algunas incluso llevadas hasta la Asamblea Legislativa, pero carentes de formalidad o de técnica jurídica.

También la misma Sección de Probidad ha manifestado sus intenciones, mediante documentos de análisis y propuestas presentadas al seno de la Corte Suprema de Justicia.  Dichas propuestas incluyen desde la solicitud de una reforma constitucional, la promulgación de una nueva Ley o por lo menos un Reglamento que desarrolle la actualmente existente.

Pero ninguno, a la fecha, ha sido presentado con carácter formal como proyecto.

COMENTARIOS A LAS DISPOSICIONES ANALIZADAS:

Por ser el problema planteado, más que de leyes, de conciencia, ética y de voluntad política de aplicación de los principios existentes; debe reconocerse, como se dijo al principio de este estudio, que tanto la disposición constitucional contenida en el artículo 240 Cn., como las disposiciones de la Ley sobre el Enriquecimiento Ilícito de Funcionarios y Empleados Públicos, si bien adolecen de algunos aspectos perfeccionables, reúnen los requisitos mínimos para un combate preventivo y represivo del enriquecimiento ilícito.

Algunos de dichos aspectos que pudieran mejorarse a fin de lograr un combate más efectivo contra el enriquecimiento ilícito y consecuentemente de la corrupción, serían:

En lo que al artículo 240 de la Constitución respecta, éste debería limitarse a establecer el principio de la declaración jurada del estado de patrimonio y de la presunción de enriquecimiento ilícito, pero no desarrollar sus detalles, como la autoridad ante quien se presente, las ocasiones y los plazos dentro de los cuales debe rendirse, a fin de que estos sean desarrollados más ampliamente y con mayor libertad dentro de una Ley secundaria, pudiendo además ser armonizados con circunstancias de cada época.

En cuanto a la Ley sobre el Enriquecimiento Ilícito de Funcionarios y Empleados Públicos se refiere, para que ésta pudiera combatir idealmente el problema de la corrupción, se le deberían efectuar modificaciones, algunas evidentemente previa reforma constitucional de la disposición que la fundamenta, basadas en las siguientes consideraciones:

1) Debe combatir algo más amplio que el enriquecimiento ilícito “a costa de la hacienda pública o municipal”, pues la figura del enriquecimiento ilícito es independiente de la procedencia del incremento del capital, que bien puede provenir de actos de corrupción en relación con particulares, como el cohecho o la venalidad.

2) Para la determinación del enriquecimiento ilícito no es necesario esperar que el funcionario o empleado público termine el ejercicio de sus funciones, pues pueden existir indicios o pruebas fundadas que den lugar a investigarlo, a exigirle declaración y a sancionarlo, aún antes de completar su período o cesar en su ejercicio.

3) La declaración jurada, para que pueda combatir o prevenir oportuna y efectivamente el enriquecimiento ilícito, debe ser rendida con cierta periodicidad, en los plazos y circunstancias que la Ley señale; debiendo permitirse la posibilidad de ser exigida en cualquier momento que la autoridad competente lo estime necesario.

4) La verificación de la declaración sólo puede en la actualidad, ser efectuada si ésta ha sido presentada formalmente, pero no se establece una forma supletoria de obtener la información que exige la Ley, cuando habiéndose agotado los recursos normales, el funcionario se negare a rendir dicha declaración.

5) La presunción de enriquecimiento ilícito debe abarcar los casos de incumplimiento de la obligación de declarar y la falsedad manifiesta de la declaración.

6) No se contempla  disposición expresa que obligue a declarar cuentas bancarias, depósitos u operaciones activas o pasivas con instituciones bancarias o financieras; como tampoco se exige una relación y estimación del patrimonio que posea, bajo cualquier forma de participación, por medio de sociedades de hecho o con personalidad jurídica.

7) El enriquecimiento ilícito no sólo se manifiesta en un incremento desproporcionado de patrimonio, sino también en gastos desmedidos, suntuosidades o estilos de vida desacordes con las posibilidades económicas normales, o en aprovechamientos directos o indirectos que el servidor público, sus parientes, socios, sociedades de hecho o con personalidad jurídica relacionadas con el mismo, puedan haber obtenido como consecuencia del cargo.

8) No establece responsabilidades, como lo hace el inciso 2º. del artículo 333 del Código Penal, a los particulares que participen directa o indirectamente en la comisión del enriquecimiento ilícito.

9) Debe crearse una sóla autoridad que conozca de la aplicación tanto la parte adjetiva como sustantiva de la Ley, con plena autonomía administrativa y financiera, de ser posible, independiente de cualquier otro Organo del Estado.
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